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			INTRODUCCIÓN


			RAZONES DEL ESTUDIO,
				OBJETIVOS, METODOLOGÍA Y ESTRUCTURA


			El objetivo de este trabajo de investigación es la construcción y aplicación de un índice que mida la posibilidad/facilidad que tiene la población de un país para conciliar su vida profesional, personal y familiar, puesto que, con sorpresa, hemos constatado la inexistencia de un índice que recoja dicha información, con lo que el estudio empírico y el modelo aplicado son propios e inéditos.

			A dicho índice lo denominamos Índice Conciliación País©. La finalidad de nuestro índice es conocer el nivel de conciliación que ha alcanzado un país a través de diferentes indicadores agrupados.

			Como paso previo definimos el marco teórico del concepto de conciliación, detallando la literatura científica existente partiendo principalmente de los primeros estudios realizados en los años setenta en las disciplinas de sociología, psicología, gestión, organización y dirección de empresas, donde comenzó a desarrollarse el término «conciliación de la vida profesional, personal y familiar». Este marco teórico nos permitirá entender qué se entiende por equilibrio o conciliación de la vida profesional, personal y familiar (término denominado en inglés work life balance, es decir, equilibrio entre los polos trabajo y vida personal-familiar) para la construcción del Índice Conciliación País©.

			En los últimos años existe un considerable interés investigador en esta línea, puesto que la sociedad actual demanda soluciones de un problema con el que se convive a diario. En nuestro país se creó recientemente una subcomisión (con la que mantengo relación como experto) en el Congreso de los Diputados para elaborar y aprobar un informe dirigido al gobierno sobre la Racionalización de horarios, la conciliación de la vida personal, familiar, laboral y la corresponsabilidad.

			Ser capaz de integrar la vida laboral, familiar y personal es una faceta fundamental de las personas. Independientemente del tipo de ocupación que se tenga, la etapa laboral en la que uno se encuentre, el estatus que se posea o el nivel salarial obtenido, el reto de poder conciliar nos afecta a todos.

			Los cambios que se han producido en los últimos decenios (la incorporación de la mujer al mercado laboral, el incremento de una economía globalizada, el mantenimiento de unos horarios que han sido heredados de épocas anteriores, donde existían trabajos de mañana o de tarde, y la tendencia hacia la extensión real de la jornada laboral) están ejerciendo una presión en la interdependencia, siempre existente, entre la esfera familiar, laboral y personal, agudizando dicha problemática presente en nuestra vida cotidiana.

			Para poder armonizar la vida personal, familiar y profesional no hay que solventar una cuestión, sino varias. Ello no depende solamente del fomento y aplicación de políticas y modelos para conciliar familia-trabajo. De hecho, la dimensión de este problema parece multiplicarse, pues lo que comenzó como algo específico del ámbito laboral incluye hoy aspectos culturales, educativos, económicos, etc. Su planteamiento más bien depende del punto de vista desde el que se observe, de las estrategias que se pongan en marcha para solucionarlo y de los objetivos que tales estrategias promuevan.

			A este propósito, la investigación realizada pretende:

			
				
					
							
							La construcción y aplicación de un Índice Conciliación País © (ICP©) de la vida profesional, familiar y personal.

						
					

				
			

			Con el fin de dar respuesta a este proyecto nos hemos planteado tres objetivos básicos:

			—Primer objetivo. Analizar la fundamentación teórica, la perspectiva comparada y las consecuencias de las políticas de conciliación de la vida profesional, personal y familiar en la Unión Europea.

			—Segundo objetivo. Determinar el efecto y los resultados de diversas medidas, acciones y estrategias para obtener una mejor integración de lo profesional, personal y familiar.

			—Tercer objetivo. Identificar los motivos para la creación y aplicación de un Índice Conciliación País©, seleccionando las variables a considerar y obteniendo un ranking.

			Para lograr estos objetivos el trabajo se ha estructurado en tres capítulos.

			En el capítulo primero del libro, tras esta introducción, en el punto 1.1 se realiza un análisis del desarrollo histórico de la legislación europea en materia de conciliación de la vida familiar, personal y laboral, pudiéndose distinguir dos etapas muy diferenciadas. La primera encuadra la conciliación desde el Tratado de Roma (1957) hasta su modificación por el Tratado de Ámsterdam (1997), y la segunda se extiende desde dicho tratado hasta la actualidad. Además, reflejamos la influencia europea en la formulación de la legislación en materia de conciliación y corresponsabilidad de España.

			En el punto 1.2 nos centramos en el marco teórico e ideológico de las políticas de conciliación en Europa, teniendo en cuenta su variedad y complementariedad. La diversidad de las políticas sociales y familiares que se han aplicado en los diferentes países de la Unión Europea ha surgido como respuesta a diversas concepciones del estado de bienestar. Nos detenemos especialmente en las alternativas laborales a las que los ciudadanos europeos pueden acogerse para desarrollar su trayectoria profesional teniendo en cuenta la conciliación. Por último tratamos un tema delicado, como es el de la decisión de las familias europeas respecto al número de hijos, sopesando la influencia de no poder conciliar en dicha opción.

			El punto 1.3 está dedicado a la perspectiva comparada del influjo que en las políticas de conciliación ha determinado la situación demográfica, económica y laboral de la sociedad española y europea. En concreto, profundizamos en la dificultad para conciliar, el efecto de la inmigración y la crisis económica actual como determinantes en las características demográficas de la población de España en relación a Europa. Posteriormente se detalla el proceso de envejecimiento de la población europea y española, haciendo referencia al declive demográfico y a los efectos sociales provocados. Terminamos dicho apartado considerando las variables determinantes para poder conciliar, identificando que la conciliación es parte de la solución demográfica, a la vez que se fomenta una política familiar en la Unión Europea que facilite formar una familia.

			En el punto 1.4 se reflexiona sobre todo lo anterior, haciendo una comparativa de la sociedad y la cultura española-europea desde la óptica de diferentes variables relacionadas con la conciliación. Hacemos especial hincapié en la igualdad entre mujeres y hombres a la hora de conciliar, realizando un estudio sobre los estilos de vida y valores que condicionan la propia vida personal en este ámbito.

			Con el punto 2.1 comienza el capítulo segundo del libro, que relaciona la conciliación con la jornada laboral y la productividad, señalando el ejemplo de algunos países europeos y el desarrollo del caso español.

			El punto 2.2 trata sobre los beneficios de la adecuación del horario español al europeo para permitir la conciliación. Nos servimos de la encuesta de empleo del tiempo como instrumento de análisis de cómo conciliamos. Tras ello, se realiza una comparativa del horario español respecto al de los países europeos y se señalan diversas etapas para la posible modificación de dicho horario al europeo.

			El punto 2.3 desarrolla la necesidad de volver al huso horario del meridiano de Greenwich, puesto que dicho huso, junto con la homogeneización de los horarios, facilitaría la conciliación. Por último, se detallan los resultados afectados según la encuesta europea sobre condiciones de trabajo con la propuesta de implantación de diversas medidas para mejorar la conciliación en España.

			En el punto 2.4 hemos incorporado las nuevas formas de organización del trabajo (teletrabajo y uso de las TIC), con especial referencia a la literatura e implicaciones en diversos ámbitos, puesto que son herramientas claves para ayudar a conciliar en el mundo de hoy.

			Con el punto 3.1 nos introducimos en el capítulo tercero del libro, que detalla la construcción y aplicación de un Índice Conciliación País©, analizando el concepto de conciliación de la vida profesional, personal y familiar, primero desde el fundamento y marco teórico, luego delimitando conceptualmente el término conciliación y por último ofreciendo el marco teórico de la conciliación desde la perspectiva organizacional.

			El punto 3.2 comienza detallando los índices y rankings comparativos, partiendo de una introducción de los mismos en la que se señalan las limitaciones y se muestra la metodología que sustentan. Ese mismo esquema se realiza con el nuevo Índice Conciliación País© (ICP©), del que se detallan las variables utilizadas en la composición del índice, junto con la proposición y verificación de tres propuestas. En el punto 3.3, que es el último, se lleva a cabo la parte empírica de aplicación del ICP© al caso europeo con la obtención de un ranking de países.

			Finalmente se encuentran las conclusiones del estudio y la bibliografía, que detalla las referencias citadas en la presente investigación.
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			LA CONCILIACIÓN DE LA VIDA PROFESIONAL, PERSONAL Y FAMILIAR EN LA UNIÓN EUROPEA: DEFINICIÓN, MARCO LEGISLATIVO, REGULACIÓN Y VALORACIÓN


			1.1. Los derechos de conciliación en el ámbito de la Unión Europea: fundamentos, evolución y recientes avances normativos

			Las políticas europeas que tratan sobre la conciliación entre la vida profesional, personal y familiar están normalmente incluidas dentro de las políticas de igualdad de hombres-mujeres, y éstas, a su vez, quedan contempladas bajo las políticas sociales y de empleo (Campillo, 2013). Pero sólo algunas de ellas hacen referencia explícita a la integración de estas realidades entre sí (Juaristi, 2012).

			Diversos autores (López y Valiño, 2004) argumentan los inconvenientes de tratar esta problemática desde esa habitual perspectiva. Realmente, las políticas de conciliación afectan del mismo modo a los distintos miembros de una familia, ya que son los derechos de todos y cada uno de sus componentes los que con ellas se pretenden tutelar y garantizar.

			De esta manera, vamos a plantear el tema desde distintos puntos de vista, considerando no sólo las dificultades y necesidades de la mujer, sino también las concretas y específicas de los hijos (cuidados y educación) o la atención de los ancianos.

			Siguiendo esta línea, el Comité Económico y Social Europeo (CESE), en su dictamen 1711/20071, hace constar que la Comisión Europea no acostumbra a abordar las políticas de conciliación directamente, sino en los capítulos dedicados a la política social, el empleo y la igualdad de oportunidades. A menudo, la Comisión se olvida considerar a la persona en su dimensión relacional, tratando a los distintos miembros de una familia como meros sujetos económicos aislados.

			Como consecuencia de esto, el régimen jurídico de las medidas de conciliación de la vida profesional, familiar y personal del ordenamiento ­europeo y su evolución, que analizamos a continuación, va unido al desarrollo histórico de los instrumentos jurídico-normativos, así como del resto de mecanismos existentes en materia de igualdad entre mujeres y hombres.

			En este apartado se va a realizar una selección normativa cuyo contenido se asemeje lo máximo a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, haciendo referencia al marco en que fueron dictadas, que no siempre fue el más adecuado.

			La europeización de la política social de los diversos países europeos ha sido desarrollada a través de tres tipos de influencias: las directas, tanto positivas-negativas, y las indirectas (Leibfried, 2010).

			Los procesos positivos de reforma, o sea, la influencia directa asociada a la producción de legislación social europea más vinculante o «dura», como las directivas, ha sido limitada porque durante muchos años se requería unanimidad, y los Estados eran libres a la hora de articular el modo en que conseguían los fines de éstas. Más tarde se consensuó que hubiera sólo mayoría cualificada del Consejo para aprobar dichas medidas. La legislación «blanda» corresponde a los programas de acción, libros blancos, recomendaciones de la Comisión Europea, el método abierto de cooperación, etc.

			Los procedimientos negativos de reforma están conformados por los fallos del Tribunal de Justicia respecto a la interpretación de la legislación social europea, ya que para los Estados miembros tienen fuerza legal. El Tribunal de Justicia ha desarrollado una función clave en las políticas sociales de la Unión Europea. En concreto, en el ámbito de la igualdad, ha interpretado de forma amplia el artículo 119 del Tratado de la CEE: «Cada Estado miembro garantizará durante la primera etapa, y mantendrá después, la aplicación del principio de igualdad de retribución entre los trabajadores masculinos y femeninos para un mismo trabajo», y ha dotado a algunas directivas de contenido y requisitos concretos. También hay que subrayar, que en los últimos años, el tribunal se decanta por primar las libertades del mercado único —libre movimiento de capital, servicios, bienes y movimiento de trabajo— en sus sentencias, por encima de las políticas sociales de los países miembros y del acervo social comunitario (Rhodes, 2010).

			De todos modos, también vamos a hacer referencia a otras disposiciones no vinculantes, pero que también han influido.

			Finalmente, dentro de los procesos indirectos de reforma encontramos los que
				no se derivan de los instrumentos de política social de la Unión Europea, sino del
				proceso mismo de integración económica y monetaria, que limitan el margen de
				actuación de los países.

			En cuanto al desarrollo histórico de la normativa, se pueden distinguir dos etapas muy diferenciadas (Martín, 2007). La primera podemos encuadrarla desde el Tratado de Roma (1957) hasta su modificación por el Tratado de Ámsterdam (1997), y la segunda iría desde dicho tratado hasta la actualidad.

			1.1.1. Del Tratado de Roma al Tratado de Ámsterdam

			Al no haber sido desarrollado todavía el concepto de conciliación de la vida profesional, personal y familiar, en esta primera etapa se hizo hincapié en la igualdad de trato entre hombres y mujeres, ligada al reconocimiento de la igualdad retributiva, en una época donde las mujeres se empezaban a incorporar masivamente al mercado de trabajo, dando lugar a grandes cambios y transformaciones sociales.

			El motivo por el que se introdujeron cuestiones relativas a la desigualdad entre mujeres y hombres en las políticas de la CEE fue el compromiso de asegurar una competencia justa entre los Estados miembros. No era legítimo que existieran ventajas competitivas en aquellos países donde el salario de la mujer fuese inferior respecto al del hombre por el mismo trabajo (Rossilli, 2001).

			En el artículo número 119 del Tratado de Roma, que enunciaba el principio de igualdad retributiva entre mujeres y hombres en los casos de trabajos de igual valor, se encuentra el punto de partida y referencia en esta materia. Dicho artículo fue hecho efectivo a través de las siguientes directivas durante la década de los setenta:

			—Directiva 75/177/CEE del Consejo, de 10 de febrero de 1975, sobre la armonización de legislaciones de los países miembros en la aplicación del principio de igualdad de retribución entre mujeres y hombres.

			—Directiva 76/207/CEE del Consejo, de 9 de febrero de 1976, sobre la aplicación del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres respecto al acceso al empleo, formación, promoción y condiciones de trabajo.

			—Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, sobre la aplicación progresiva del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres en materia de seguridad.

			Con dichas directivas se perseguía, como objetivo último, el establecimiento de unas condiciones mínimas de aplicación igualitarias en Europa, con el fin de que no hubiera competencia desleal dentro de la comunidad. En esta época, como hemos comentado anteriormente, al contratarse mujeres trabajadoras con salarios menores que los de los varones podía obtenerse un mayor beneficio debido a los menores costes.

			El término «conciliación de la vida laboral y familiar» se cita por vez primera en el Plan de Acción Social de la CEE del año 1974, en el que se dice que la comunidad se compromete a «asegurar que las responsabilidades de todos los afectados puedan ser conciliadas con sus aspiraciones laborales». De todos modos, el alcance de este objetivo en la resolución del Consejo que introduce el Plan de Acción vuelve a aparecer solamente en una propuesta llamada Problemas de empleo de las mujeres, en la que se concreta que debe darse prioridad a «los problemas relacionados con la provisión de facilidades que permitan a las mujeres reconciliar sus responsabilidades familiares con sus aspiraciones profesionales». Como hemos visto desde sus orígenes, el objetivo europeo de la conciliación está ligado a la igualdad de trato en el empleo. El término no vuelve a aparecer en los textos de la Comunidad Económica Europea hasta finales de los años ochenta (Caracciolo di Torella y Masselot, 2010; Stratigaki, 2004; Hantrais, 2000). Mientras tanto, hay otra expresión semejante, aunque con matices diversos, que ocupa su lugar: el reparto igualitario de trabajo remunerado y familiar entre hombres y mujeres. Esta expresión va a ser introducida en el preámbulo de la Conferencia Mundial sobre las Mujeres (Declaración de las Naciones Unidas de 1975) que tuvo lugar en México, tomándose como referencia para otras organizaciones internacionales, como la Comunidad Económica Europea.

			En los años ochenta podemos destacar las siguientes directivas:

			—Directiva 86/378/CEE del Consejo, de 24 de julio de 1986, sobre la aplicación de igualdad de trato entre mujeres y hombres en regímenes profesionales de Seguridad Social.

			—Directiva 86/613/CEE del Consejo, de 11 de diciembre de 1986, sobre la aplicación del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres que ejerzan una actividad autónoma, incluidas las actividades agrícolas y la protección de la maternidad.

			En la primera de ellas se sigue instruyendo para armonizar medidas comunes en materia de Seguridad Social, para que todos los Estados apliquen las mismas y garanticen iguales derechos a las trabajadoras y trabajadores, sin que puedan existir ventajas competitivas en el mercado de unos países en comparación con otros.

			La segunda directiva subraya la importancia de igualar legislaciones nacionales, al poner de manifiesto que hay grandes divergencias entre los diferentes Estados.

			En los años ochenta comienzan los programas comunitarios para la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. El I Programa (1981-1985) y el II Programa (1986-1990) suponen el reparto del trabajo remunerado y familiar, una condición necesaria para la igualdad de mujeres y hombres, a pesar de que en ese momento pesaba más la igualdad de las condiciones en el empleo. Se animó asimismo a promover el desarrollo de los permisos parentales para mujeres y hombres; sin embargo, aunque se preparó una directiva sobre permisos, nunca llegó a ser aprobada. También se fomentó la reorganización del tiempo de trabajo.

			A finales de los años ochenta vuelve a aparecer la expresión conciliación, concretamente en la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los Trabajadores (1989). Ésta señala, en un apartado dedicado a la igualdad de trato de mujeres y hombres, que se permita a ambos conciliar sus obligaciones ocupacionales y familiares. Desde ese momento, los programas comunitarios para la igualdad de oportunidades abandonan el lenguaje del reparto del trabajo y lo sustituyen por el lenguaje de la conciliación.

			En la década de los noventa las políticas europeas de conciliación desarrollan un gran impulso. La integración de la vida personal, profesional y familiar ya no será un área subsidiaria, donde se hacen sólo recomendaciones, sino que se convertirá en un punto clave de la agenda política europea.

			En 1993 entra en vigor el Tratado de Maastricht, que amplía el poder del Parlamento Europeo y permite que para aprobar medidas relacionadas con la igualdad de oportunidades en el mercado laboral y la igualdad de trato en el trabajo entre mujeres y hombres baste mayoría cualificada en el Consejo. Considerando que hasta ese momento las políticas sociales necesitaban unanimidad del Consejo para su aprobación, el hecho de que en los años setenta y ochenta se aprobaran casi media docena de directivas sobre salario e igualdad de trato manifiesta que hubo un quórum importante en esta materia.

			También en 1993 Jacques Delors (presidente de la Comisión Europea de 1985 a 1995) impulsó el libro blanco sobre Crecimiento, competitividad y empleo. Retos y pistas para el siglo xxi (European Commission, 1993), que contenía una visión del futuro colectivo de los europeos y donde se subraya el papel de la mujer trabajadora como un recurso fundamental para el crecimiento de la competitividad de la economía europea. Las mujeres eran identificadas como un «grupo particular» desfavorecido en relación al empleo. El fomento de las medidas de igualdad de oportunidades era una condición imprescindible para la promoción de su participación laboral. Desde ese momento, las medidas para elevar la tasa de ocupación en las mujeres han centrado las políticas de empleo de los Estados miembros. De hecho, muchas veces se confunden las acciones para conciliar la vida familiar, laboral y personal con este tipo de políticas, pero es una concepción muy restringida del concepto de conciliación, pues sólo se fija en la relación empleo-mujer, olvidando la dignidad de la mujer, la igualdad y la corresponsabilidad del hombre y la mujer.

			Además, en el libro blanco sobre Política Social Europea. Un paso adelante para la Unión de 1994 (European Commission, 1994), el cual presentaba las líneas maestras de la agenda social europea del futuro, se recomendaba la aprobación de directivas en el campo del empleo a tiempo parcial, así como la implementación de «una directiva marco que cubra los temas de la conciliación de la vida profesional y familiar», con el fin de «facilitar la plena integración de las mujeres en el mercado de trabajo».

			Por otra parte, Finlandia, Suecia y Austria se adhieren en 1995 a la Unión Europea. Al tratarse de tres países con un amplio recorrido en las políticas de igualdad de hombres y mujeres, ello hará avanzar en esa línea al resto de la Unión (Pollack y Hafner-Burton, 2000).

			Desde comienzos de los noventa, cuando la conciliación toma fuerza en la agenda política europea, la forma de afrontar este problema y los instrumentos usados por las instituciones europeas para ello han ido modificándose. Aunque la Unión Europea ha utilizado tanto los instrumentos directos, positivos y negativos, como los indirectos para desarrollar las políticas de conciliación (Beveridge, 2012), y a pesar de que en dichas políticas públicas las trayectorias han variado (Lewis, 2006), se pueden distinguir dos fases diferenciadas.

			La primera en la década de los noventa, cuando las políticas de conciliación se conformaron con instrumentos positivos de reforma, y la segunda desde 1997 hasta la actualidad, fase en la que las políticas de conciliación han sido modeladas por los instrumentos indirectos y negativos de reforma relacionados tanto con la adopción de la «transversalidad de género»2 por parte de la Unión Europea como con la política económica y de empleo.

			Durante la década de los noventa las políticas de conciliación se desarrollan normalmente con las directivas, que son instrumentos directos de política pública, junto con recomendaciones y programas de acción:

			—Directiva 92/85/CEE del Consejo, de 19 de octubre de 1992, sobre la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud en el trabajo de la mujer embarazada.

			—Directiva 93/104/CE del Consejo, de 23 de noviembre de 1993, sobre determinados aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo.

			—Directiva 96/34/CE del Consejo, de 3 de junio de 1996, sobre el permiso parental.

			—Directiva 97/81/CE del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, sobre el acuerdo marco del trabajo a tiempo parcial.

			—Directiva 99/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, sobre el acuerdo marco del trabajo de duración determinada.

			La directiva que se refiere a la seguridad de las trabajadoras que se encuentran embarazadas, del año 1992, obliga a los Estados miembros a garantizar un permiso mínimo de maternidad de 14 semanas, de igual modo que permisos retribuidos en caso de pruebas médicas o desempeño de un trabajo que suponga condiciones de riesgo para el embarazo.

			La directiva del año 1993 no contiene una referencia expresa a la conciliación, pero al regular el factor tiempo, aspecto muy importante para poder integrar, su contribución a esta cuestión resultó destacable.

			La directiva del permiso parental de 1996 reconoce el derecho individual de mujeres y hombres a una excedencia para el cuidado de niños menores de ocho años, con una duración mínima de tres meses y con derecho al mantenimiento del puesto de trabajo. La directiva relativa al trabajo a tiempo parcial de 1997 prohíbe las desigualdades de las condiciones y los derechos de los trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo, y promueve también el paso flexible del contrato de tiempo completo a parcial o viceversa. La directiva del trabajo temporal de 1999 obliga a los gobiernos de los Estados miembros, entre otras cosas, a introducir medidas para impedir el uso excesivo de este tipo de contratos, pues fueron a menudo puestos en marcha como de segunda categoría.

			Los derechos de estas directivas se corresponden con algunas de las medidas que antes habían sido sólo recomendadas. Por ejemplo, el III Programa Comunitario de igualdad de oportunidades para mujeres y hombres (1991-1995) sugería la promoción de los permisos parentales, la puesta en marcha de servicios de atención infantil y la flexibilización del tiempo de trabajo como medios para la integración de las mujeres en el mercado laboral. La recomendación 92/241/CEE del Consejo, de 31 de marzo de 1992, sobre el cuidado infantil, recomendaba promover iniciativas para permitir la conciliación de la vida profesional, personal y familiar, como por ejemplo la puesta en marcha de un permiso parental flexible, adaptar la estructura y organización del trabajo a las necesidades de los trabajadores con respecto a sus hijos, la distribución de las responsabilidades laborales entre mujeres y hombres, o la puesta en marcha de servicios de atención infantil.

			En el período durante el cual estuvo vigente el IV Programa Comunitario de Igualdad de Oportunidades (1996-2000) se desarrollan varias directivas. Dicho programa se verá interrumpido estructuralmente por el Tratado de Ámsterdam.

			1.1.2. Del Tratado de Ámsterdam a la actualidad

			La Cumbre de Luxemburgo sobre el empleo, en noviembre de 1997, anticipa la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam, que aprueba la Estrategia Europea de Empleo (EEE). A través de ésta, la consonancia entre los objetivos de empleo y las políticas de igualdad de oportunidades, incluidas las de conciliación, se refuerzan. Las directrices de la EEE incorporaban un objetivo de «reforzar las políticas de igualdad de oportunidades», junto con un apartado denominado «Conciliando el trabajo y la vida familiar», en el que se insta a los países a «incorporar políticas sobre permisos parentales, tiempo parcial o servicios de atención a niños y otros dependientes».

			En 2003 desaparece de las directrices de la EEE el apartado dirigido a la igualdad de oportunidades, por el principio de transversalidad de género de todas las políticas de la Unión Europea. A partir de ese momento, aunque sigue siendo una prioridad de la política de empleo europea la conciliación de la vida familiar, profesional y personal, viene introducida en el apartado «Mejorar la calidad y la productividad del trabajo», lo que nos hace qué objetivos persiguen dichas políticas (Taylor-Gooby, 2004).

			La Estrategia Europea de Empleo propugna un modelo voluntarista de gobierno (Rhodes, 2010), en vez de establecer pautas mínimas obligatorias o estrategias definidas. Es el llamado Método Abierto de Cooperación (MAC), que hace evolucionar las políticas públicas desde la regulación «dura» de las directivas a los instrumentos más «blandos» de política pública. El MAC no va a hacer depender la adopción de nueva regulación de un modelo de negociación y acuerdo en el Consejo para la imposición de legislación que vincule. Las instituciones comunitarias solamente aprueban una serie de objetivos y directrices generales de actuación, a la vez que señalan indicadores para hacer la comparativa de la evolución de los países y señalar las mejores prácticas. Los Estados redactan planes de reforma nacionales implementando prácticas para alcanzar los objetivos propuestos, mientras toman también parte en el proceso de control, revisión, evaluación y seguimiento de las medidas del resto de países (Moreno y Serrano, 2009; Serrano, 2007).

			La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea firmada en el año 2000, recoge en el artículo 33 el derecho a conciliar la vida familiar, personal y profesional. Con la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, en el año 2009, dicha carta va a adquirir el mismo carácter jurídico a la hora de vincular que los diferentes tratados.

			Su artículo 33 se titula «Vida familiar y vida profesional», y la orien­tación que toman las medidas allí propuestas es de carácter familiar. Se ­subraya que, con el fin de conciliar la vida familiar y profesional, toda persona tiene una serie de derechos. Este matiz hace que la conciliación se encuadre mejor en las políticas familiares que en las políticas de igualdad o de empleo.

			El Consejo de la Unión Europea propuso unas metas de cara al año 2010 respecto a la conciliación: los países tendrían que superar una tasa de empleo general del 70 %, una tasa de empleo femenino del 60 % (Consejo de la Unión Europea, 2003), una tasa de atención de la educación infantil de 0 a 3 años del 33 % y una tasa de atención de la escolarización desde los 3 años hasta la edad máxima obligatoria de educación del 90 %. Estos objetivos se enuncian en el apartado que lleva por título «Políticas activas para el empleo: más y mejores trabajos» de las Conclusiones de la Presidencia de la Unión Europea al finalizar la Cumbre de Barcelona en 2002. Para ello, los países podían poner en marcha medidas propuestas —fomento del tiempo parcial, flexibilidad de las condiciones de trabajo y de los tiempos, permisos para el cuidado de niños y ancianos—, pero cada Estado era libre de elegir las medidas que aplicaba primero, los ritmos, los instrumentos legales para alcanzar dichos objetivos y los criterios (selectivo/universal, colectivo/individual, privado/público).

			La integración de las políticas de igualdad de oportunidades y de las políticas de conciliación en la Estrategia Europea de Empleo no implicó que éstas desaparecieran de los Programas Comunitarios de igualdad de oportunidades para mujeres y hombres ni del resto de regulación vinculante.

			No puede afirmarse que la apuesta por la transversalidad de género en toda la Unión Europea haya sido puesta en práctica de forma efectiva (Lombardo y Meier, 2006) ni que haya transformado la forma de realizar las políticas de conciliación. Algunas veces, el modelo interpretativo de la transversalidad de género ha provocado que, al ponerse el esfuerzo en el proceso técnico, las cuotas y las medidas políticas, se deje de lado tanto el propio objetivo de la igualdad como los resultados que se persiguen (Walby, 2005). De este modo, el haber instaurado el principio de transversalidad como único motor habría dejado de lado otras acciones positivas (Stratigaki, 2005) y medidas vinculantes en el área de la política de igualdad. Refiriéndonos concretamente a la conciliación, se perseguiría el incremento de la competitividad, la actividad económica y el mejor funcionamiento de los mercados de trabajo (Perrons, 2005).

			Los objetivos perseguidos por la Estrategia Europea de Empleo para 2010 no han llegado a sus objetivos, en gran parte por la grave crisis económica que está viviendo Europa. La Comisión Europea ha ideado una nueva EEE más realista, llamada Europa 2020. Las metas para ese año son más modestas: ya no se busca el 60 % de tasa de empleo femenino, ni las coberturas de atención de la educación infantil que se perseguían. La tasa de empleo general deseada para la población entre 20 y 64 años es del 75 % (European Commission, 2010).

			En el primer quinquenio del presente siglo no hubo ninguna directiva que directamente desarrollase aspectos de la conciliación.

			En cambio, en 2008, la comunicación de la Comisión al Parlamento ­Europeo, Comité de las Regiones, Comité Económico y Social Europeo y al Consejo titulada Un equilibrio en la vida laboral: más apoyo a la conciliación de la vida profesional, privada y familiar, resalta la relación existente entre las políticas públicas y las decisiones de las personas para poder llevar adelante una vida donde sea posible conciliar. Dicho de otro modo, la posibilidad que tienen las personas de hacer compatible su vida privada, familiar y profesional influye en su día a día, y a la vez las políticas públicas condicionan la toma de estas decisiones.

			Al V Programa Comunitario de Igualdad de Oportunidades (2001-2006) le sucedió el Plan de trabajo para la igualdad de mujeres y hombres (2006-2010). Actualmente está en vigor el Programa Comunitario para el Empleo y la Solidaridad Social (PROGRESS, 2007-2013), al que se inscribe el plan sobre igualdad de oportunidades.

			Recapitulando, podemos decir que las políticas propiamente de conciliación de la vida profesional, personal y familiar han pasado por tres etapas (Jacquot, Ledoux y Palier, 2010). En la primera, que comprende las décadas de los setenta y los ochenta, la conciliación era consecuencia del proceso de integración económica. A lo largo de los años noventa se encuadra la segunda etapa, donde la conciliación se entiende como un medio para promover el derecho a la igualdad de trato. En una tercera etapa, desde el año 2000 hasta la actualidad, se observa que este fenómeno es admitido como medio para promover el empleo, la actividad y el crecimiento económico.

			El hecho de dar a estas políticas sociales de conciliación de la vida familiar, personal y profesional una dimensión y fin principalmente económico, puede reducirlas solamente a políticas activas de empleo que tienen por fin un incremento en la tasa de actividad femenina, olvidando otras realidades.

			Es importante subrayar que la promoción y el fomento de políticas de conciliación logran un mayor nivel de bienestar social para obtener una superior calidad de vida de mujeres y hombres. Las decisiones en este sentido suponen mejoras en igualdad, atención y cuidado familiar, seguridad, salud, etc., y pueden ser consideradas como una inversión (Lluch, 2010) que supondrá también mejoras económicas. Del desarrollo de estas medias depende en buena medida la protección de la maternidad, la familia y la construcción de una sociedad más humana.

			Podemos concluir que la elaboración en Europa de políticas públicas de «primera generación», en materia propiamente de conciliación, puede ser fechada principalmente en los años ochenta del siglo XX. En el año 1989 la OCDE ponía de manifiesto que el crecimiento económico iba a depender de una mayor participación de las mujeres en el mercado de trabajo. Los tres objetivos a alcanzar eran:

			1.Una línea de trabajo en la estrategia europea del empleo, incrementando las tasas de mujeres activas, mucho menores que las masculinas.

			2.La igualdad entre hombres y mujeres. Apoyar a la independencia económica de las mujeres, para lo cual se necesita empleo.

			3.Hacer frente al envejecimiento de la población y el mantenimiento del estado de bienestar, en peligro por el continuo descenso de la natalidad.

			La Unión Europea sostiene —ahora que el porcentaje de mujeres activas en sus países se ha incrementado notablemente (aunque aún es menor al porcentaje de varones en los mismos tramos de edad)— que es necesario reorientar la prestación de servicios destinados a atender las necesidades sociales que se producen con motivo del traspaso de trabajo de las mujeres del ámbito privado a la esfera del empleo. Hombres y mujeres deberían realizar una parte del trabajo llamado «productivo» (el remunerado) y una parte del llamado «reproductivo» (no remunerado, por ejemplo el realizado en las tareas del hogar). Es ése el origen de las políticas de conciliación en su primera etapa. Las primeras políticas en esta materia se fundamentaban en el consenso en torno a dos principios:

			—Las mujeres tienen derecho al trabajo remunerado.

			—Hay que buscar mecanismos para compatibilizar la actividad laboral femenina con las responsabilidades familiares.

			En esta primera etapa se trataba de facilitar que las mujeres fuesen capaces de compatibilizar las tareas domésticas y de cuidado de los hijos con su actividad profesional, pero lo que se consiguió realmente fue una densificación de tareas, es decir, la división de la cantidad de actividades que se realizan por el tiempo que se les ha dedicado, lo que pudo haber creado la ilusión de un aumento de la productividad, cuando en realidad lo que ocurrió es que se hizo una transferencia de costes. Estas primeras medidas se dirigieron fundamentalmente a las mujeres, con el fin de que pudiesen realizar una actividad de carácter laboral pero conservando su papel en el seno de la familia.

			Unos años después, las políticas europeas de conciliación se encuentran en una segunda fase, en la que se subraya más la corresponsabilidad para entender y aplicar mejor la propia conciliación. Al hacer balance de los resultados obtenidos con estas políticas, se observa con claridad que este concepto de reparto equilibrado (denominado hoy en día corresponsabilidad) del trabajo y del cuidado de las necesidades del núcleo familiar no ha sido del todo logrado. Las medidas de conciliación han sido utilizadas muchas veces para permitir que las mujeres fuesen capaces de compatibilizar su actividad profesional con la atención a las responsabilidades en el ámbito doméstico y familiar, del que se siguen ocupando casi de forma exclusiva. La conciliación se habría transformado, de hecho, en un problema de las mujeres, no en un problema de las familias ni en un problema de orden público y político (Congreso de los Diputados, 2013).

			Si hoy hacemos una evaluación de lo que supuso la primera etapa de las políticas de conciliación, es decir, aquellas que tuvieron como objeto específico mayoritariamente a las mujeres, sin tener como fin la igualdad y sin tener en cuenta la participación paritaria también de los hombres, comprobamos que incluso se pudo perjudicar las carreras profesionales de algunas mujeres, comparadas con las de los varones, que continuaron con sus empleos. La plena disponibilidad del trabajador es un valor muy apreciado en el mercado de trabajo, pero difícilmente se compagina con la dedicación a las tareas domésticas, la atención a las personas en situación de dependencia y el cuidado de los menores. Dichas tareas normalmente las han llevado a cabo las mujeres, inclusive las que estaban en activo en el mercado de trabajo. A consecuencia de esto, se ha discriminado laboralmente en razón del sexo.

			Actualmente, y así lo recogen diversas directivas europeas, se entiende que cada persona, con independencia de su sexo, lleva a cabo de forma simultánea unas determinadas ocupaciones para su desarrollo personal fundamental, las cuales deben disponer de un tiempo adecuado:

			—En el ámbito laboral, con el desarrollo de una actividad profesional que permita, además de la provisión de recursos, disfrutar de diversos beneficios sociales como las vacaciones, el salario o la pensión de jubilación. Además, para la mejora armónica de la persona, el carácter socializador del desempeño de una ocupación es muy importante.

			—En el ámbito familiar, desarrollando relaciones afectivas y para ocuparse de la educación de los hijos y de la atención a las personas mayores y/o dependientes.

			—En el ámbito personal, para un progreso integral de la persona también hay que dedicar tiempo a la formación cultural, al deporte, a la participación cívica y al descanso.

			Las políticas desde los organismos públicos continúan tratando de favorecer que las personas y las familias puedan integrar estas tres dimensiones en sus vidas, buscando las mejores soluciones para armonizar estas tres realidades de la vida cotidiana.

			1.1.3. La influencia europea en la formulación de la legislación en materia de conciliación y corresponsabilidad de España

			Las políticas sociales y públicas que se han desarrollado en España desde 1977 se caracterizan por ser implementadas más tarde en el tiempo y de forma más residual que en la mayoría de nuestros socios comunitarios. Así ocurrió tanto en políticas sociales (vivienda, pensiones o atención a dependientes) como en las políticas de igualdad de mujeres y hombres, junto con la conciliación.

			La influencia de la Unión Europea en la formulación de las políticas españolas de conciliación necesita identificar las instituciones, mecanismos y actores que hacen trasladar las políticas desde Europa y las áreas donde se van aplicando dichas disposiciones (Guillén, Moreno-Manzanaro y González, 2009).

			En la Ley 8/1980 del Estatuto de los Trabajadores no aparecían abordadas específicamente las cuestiones relativas a la conciliación. Fueron introducidas algunas medidas de flexibilidad, pero con la finalidad de incrementar la productividad y no para lograr la igualdad de mujeres y hombres o para conciliar mejor.

			Desde el año 1994 se trasladaron las competencias en materia de igualdad de oportunidades a las comunidades autónomas, aunque sigue correspondiendo al Estado regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad de toda la ciudadanía española. Para ello se han desarrollado diferentes legislaciones y planes de acción.

			En la exposición de motivos que aparecía en la Ley 39/1999, el primero de ellos, que trataba propiamente sobre la conciliación de la vida familiar y laboral, señalaba que dicha ley tenía como fin trasladar de forma completa al ordenamiento jurídico español la normativa de la Unión Europea, e incrementar los niveles mínimos de protección que las directivas comunitarias en esta materia preveían (Directiva 1992/85/CEE, sobre la protección de la mujer trabajadora embarazada, y Directiva 1996/34/CEE, sobre permisos parentales). Hubo algunos avances: se introdujeron reformas de la Ley del Estatuto de los Trabajadores y otros cambios legislativos de carácter laboral y social; se concedió permiso para la reducción de la jornada laboral por motivos familiares en determinados casos, concediendo la excedencia laboral por cuestiones familiares como el caso de la maternidad; fue regulada la nulidad del despido laboral por razones de discriminación de sexo, y se avanzó en el sistema de bajas por maternidad y paternidad, en el que se otorgaba al padre la posibilidad de optar a 10 semanas de las 16 otorgadas por ley para la maternidad. Dichos cambios, necesarios pero no suficientes, concedieron derechos básicos a mujeres, hijos y familias. De todos modos, fue preciso realizar más cambios en nuestro sistema legislativo para avanzar en la igualdad y en la conciliación.

			El Consejo de Ministros de marzo de 2005 aprobó el Plan para la Igualdad de Género en la Administración General del Estado, en el que se establecían pautas para la conciliación de la vida familiar, profesional y personal de los trabajadores públicos.

			Con el Plan Concilia, de diciembre de 2005, se desarrollaron una serie de medidas para poner en marcha un plan integral de conciliación de la vida personal y laboral en la Administración General del Estado. Supuso la normativa más completa aprobada nunca en nuestro país en esta materia, pues recogía las iniciativas más avanzadas del sector público y privado sobre la cuestión. Concilia introdujo importantes novedades en cuanto a la flexibilización del horario y la conciliación de la vida personal y laboral de los empleados públicos de la Administración General del Estado, en línea con la normativa laboral más destacada en los países de nuestro entorno. En la tabla 1.1 se recogen algunas de las principales novedades.

			TABLA 1.1

			Comparación de las medidas del Plan Concilia con la legislación anterior

			
				
					
							
							
							Plan Concilia

						
							
							Antes del Plan Concilia

						
					

					
							
							Flexibilización de horarios, igual número de horas trabajadas.

						
							
							Horas fijas semanales: 27,5. Horas flexibles: un tercio del total.

						
							
							Horas fijas semanales: 32.

						
					

					
							
							Permiso de paternidad.

						
							
							Diez días.

						
							
							No existía.

						
					

					
							
							Acumulación de permisos de paternidad/maternidad/lactancia de vacaciones.

						
							
							Posibilidad de acumulación aun habiendo expirado el año natural.

						
							
							Sólo en el año natural del período de vacaciones.

						
					

					
							
							Sustitución del permiso de lactancia por ampliación de la baja por maternidad.

						
							
							Cuatro semanas, opcional.

						
							
							No existía.

						
					

					
							
							Reducción de jornada por hijos.

						
							
							Menores de 12 años.

						
							
							Menores de 6 años.

						
					

					
							
							Flexibilización por personas dependientes.

						
							
							Derecho reconocido.

						
							
							De forma excepcional, previa aprobación de un superior.

						
					

					
							
							Modificación del horario para conciliación en familias monoparentales.

						
							
							De forma excepcional, personal y temporal.

						
							
							No existía.

						
					

					
							
							Reducción de jornada para atender a un familiar por enfermedad muy grave.

						
							
							Durante un mes, retribuido.

						
							
							No existía.

						
					

					
							
							Excedencia para cuidado de hijos o personas dependientes.

						
							
							Tres años para cuidado de hijos y familiares. Mantenimiento del mismo
								puesto dos años.

						
							
							Tres años para cuidado de hijos, un año para familiar. Mantenimiento del mismo puesto sólo un año.

						
					

					
							
							Partos prematuros.

						
							
							Se añade permiso de maternidad, computado a partir de la fecha de alta hospitalaria.

						
							
							Derecho a ausentarse dos horas diarias para padres.

						
					

					
							
							Adopción.

						
							
							Hasta dos meses de permiso para ausentarse.

						
							
							No existía.

						
					

					
							
							Discapacidad.

						
							
							Se mantienen y se clarifican los supuestos.

						
							
							Dos horas de flexibilidad diaria para padres, derecho a ausentarse para acudir a reuniones.

						
					

					
							
							Formación continua.

						
							
							Podrán recibir cursos de formación.

						
							
							No existía.

						
					

					
							
							Violencia doméstica.

						
							
							Traslado opcional. Posibilidad de excedencia (con dos meses retribuidos).

						
							
							No existía.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia a partir de datos de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

			La aprobación de la Ley Orgánica 3/2007, de marzo de 2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, supuso un avance notable, pues reconoce de forma explícita el derecho a la conciliación de la vida laboral, familiar y personal; desarrolla la toma de medidas en la negociación colectiva e incorpora la obligación de implantar planes de igualdad a las empresas de más de 250 trabajadores, ya que son fundamentalmente las grandes compañías las que cuentan con un plan estructurado para temas de conciliación, pero no el resto. La ley también incluye un conjunto de normas específicas para favorecer directamente la conciliación de los trabajadores: ampliación del permiso de maternidad en los supuestos de hijos con discapacidad, permiso de paternidad, extensión de los regímenes de permisos para autónomos, aplicación de mayores sanciones por despido discriminatorio por razón de sexo, mayor flexibilidad y elección por la reducción de jornada de madres y padres con hijos en edad preescolar, etc., que, sin ser cambios estructurales, avanzan en esa dirección.

			Podemos indicar que los tipos de planes que incorporan medidas de conciliación de la vida personal, profesional y familiar son cuatro:

			—Planes de Igualdad.

			—Planes Nacionales de Acción para el Empleo.

			—Planes Nacionales de Inclusión Social.

			—Planes de Familia.

			Destacamos el Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades 2008-2011, que, en sintonía con la nueva terminología más precisa para desarrollar algunos aspectos nuevos, sustituye el de conciliación por el de corresponsabilidad.

			Por otra parte, la principal regulación española sobre conciliación en el período 1997-2011 se basa en directrices comunitarias y presenta las directivas europeas como una justificación y un marco normativo de las propias reformas nacionales. Existe también una congruencia entre las medidas de conciliación más frecuentes en la legislación europea (permisos parentales, protección de la maternidad, flexibilización del mercado de trabajo) y las realizadas a posteriori en la española. La agenda de conciliación de la Unión Europea ha acelerado la introducción de esta temática en la legislación de nuestro país. La influencia de la Unión Europea sería una condición necesaria, aunque no suficiente, para entender el por qué y el cuándo del desarrollo de políticas de conciliación en España.

			De todos modos, a pesar de la opinión generalizada de que la legislación española en materia de conciliación y corresponsabilidad ha avanzado correctamente, España todavía es un país donde existen muchos problemas para conciliar, y diversos indicadores nos hacen ver algunas de las lagunas pendientes de resolver:
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